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1. InrrODUCCION

La toma de conciencia sobre el cardcter fundamentalmente industrial de
la crisis econémica y sobre la gravedad de la crisis que atravesaban determina-
dos sectores bdsicos de la industria supuso la adopcidn de un conjunto de me-
didas destinadas a dotar a los poderes publicos de unos instrumentos que per-
mitieran dirigir el proceso de reestructuracién industrial. La carencia de un
marco legal adecuado comporté la necesidad de dictar el Decreto-Ley 9/81,
de 5 de junio, que regula un sistema especifico de avales y crédito oficial,
determinados beneficios fiscales y un tratamiento especial de las relaciones
laborales. Se trataba de lograr la racionalizacién de los procesos productivos, la
adecuacién a las exigencias del desarrollo econdémico y tecnolégico y la adap-
tacién a las condiciones especificas del mercado internacional. Era preciso
redimensionar la estructura productiva de las empresas y el nivel de la mano
de obra ocupada.

La idea de excepcionalidad presidia dichas disposiciones y asi, tanto este
Decreto-Ley como la Ley posterior elaborada por el Parlamento (Ley 21/1982,
de 9 de junio), establecieron la vigencia limitada de la propia norma. Sin
perjuicio de la duracién de las medidas concretas instrumentadas, la vigencia
de la Ley finalizaba el 31 de diciembre de 1982 (Disposicién final segunda).

Realizado el balance de la aplicacién de la Ley 21/1982, sobre Medidas
de Reconversidn,' el Gobierno, ante la persistencia, y en determinados supues-
tos el agravamiento, de la crisis industrial, dicté un nueve Decreto-Ley al
finalizar la vigencia de la normativa anterior. En esta ocasién aparecfa en el
encabezamiento la palabra Reindustrializacién acompafiando al término Re-
conversién (D.-L. 8/1983, de 30 de noviembre).

1. Balance que se publicé con el nombre de Libro Blanco de Reindustrializacién (Minis-
terio de Industria y Energia), Madrid, 1983,
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La reorientacién de los recursos productivos que se estaba realizando a
través de la politica de reconversién de los sectores en crisis implicaba la ne-
cesidad de llevar a cabo una politica de promocién industrial de los sectores
de futuro. La reestructuracién de los sectores en crisis exige generalmente un
ajuste a la baja de su capacidad productiva, y por tanto la generacién de exce-
dentes de mano de obra, pero asimismo un esfuerzo de innovacién tecnoldgica
y de reorientacién de la oferta productiva, lo que supone la adopcién de pla-
nes de inversién sectoriales importantes. Vemos, pues, que en el seno del
propio proceso de reconvetsidn se insertan medidas de promocién industrial.
Este conjunto de factores y la problemdtica planteada por la concentracién en
determinadas zonas geogrificas de los sectores en reconversién explican la
instrumentacién en un mismo texto legal de las medidas destinadas a la recon-
versién y las destinadas a Ja promocién industrial,

Tal vez la figura que mejor sintetiza estos dos elementos es la que se
introduce en el D.-L. 8/1983: las Zonas de Urgente Reindustrializacién.

Se trata de dotar a los poderes puiblicos de un instrumento especialmente
dirigido a la promocién industrial de las zonas més directamente afectadas
por los procesos de reconversién industrial. El ajuste a la baja de la ocupacién
en las empresas de los sectores en reconversién, generalmente de tamafio me-
dio o alto y a menudo concentrada geogrificamente, ha generado en determi-
nadas dreas una brusca e intensa disminucién del nivel de ocupacién. Se trata,
pues, de dotarse de un instrumento que permita un tratamiento de choque,
en zonas muy limitadas y concretas. Por ello se articula un conjunto de in-
centivos para facilitar la creacién de nuevas actividades productivas en aquellas
zonas geogrificas en las que el efecto traumdtico de la reconversién (no sélo
directo, sino también inducido sobre la ocupacién), ha superado un deter-
minado nivel. La declaracién de Z.U.R. comporta la posibilidad de atribuir
importantes beneficios (fiscales, laborales, crediticios y subvenciones) a las
empresas que se instalen en el 4rea delimitada, asi como la realizacién de pro-
grama de infraestructura por parte de las diferentes Administraciones publi-
cas. Se trata de canalizar la inversién tanto publica como privada.

Vemos, pues, que no se trata de intervenciones de politica regional, en el
sentido tradicional («polos» de desarrollo...) ni de politica de promocién
industrial de sectores de futuro (sectores de interés preferente), sino de un
tipo de politica de promocién industrial de cardcter territorial, especialmente
localizada. Generalmente cuando se hace referencia a la politica regional se
trata de un conjunto de medidas y encaminadas a potenciar el desarrollo de
determinadas regiones atrasadas y en las que sdlo la intervencién correcto-
ra de los poderes piblicos puede evitar el acrecentamiento del diferente nivel
de desarrollo.

Seguramente las previsiones relativas al ingreso en la Comunidad Eco-
némica Europea a partir del 1 de enero de 1986 han influido en la adopcién
de un tipo de intervencidén piblica que no sea contraria a las prescripciones del
tratado de Roma relativas a la transparencia de las ayudas piiblicas a las em-
presas. La técnica de las ZU.R. parece inspirada en las actuales directrices de
los organismos comunitarios para permitir que, a partir del momento en que
formen parte de la CEE,, las diferentes Administraciones Publicas y em-
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presas puedan beneficiarse de las ayudas comunitarias insertas en los planes
regionales.

Al final de la década de los setenta adquiere gravedad en los paises que
forman la Comunidad Econémica Europea un fenémeno que anteriormente
se habia manifestado en la Comunidad Europea del Carbén y del Acero. Se
trata de la grave situacién de crisis que padecen determinadas zonas de larga
tradicién industrial ante el brusco descenso de la actividad de sus principales
industrias. El problema se habia planteado en las cuencas mineras, pero se
trasladé después a las zonas siderirgicas, a las dedicadas a la construccién
naval o a la industria textil2 El Fondo Europeo de Desarrollo Regional (crea-
do por el Reglamento del Consejo de la C.EE. n° 724/1975, de 18 de
marzo) puede actualmente participar en la financiacién de acciones especificas
destinadas a atenuar las consecuencias regionales de determinadas politicas
sectoriales de la Comunidad o favorecer, a través de la implantacién de nuevas
actividades econémicas, la creacién de puestos de trabajo alternativos en las
regiones que presentan una situacién dificil ? o

Los sectores inmersos en procesos de reestructuracién dirigidos de forma
unitaria en el interior de la CE.E. coinciden bésicamente con los sectores
declarados en reconversién en nuestro pafs. Por ello no ha de extrafiar que
también aqui haya sido necesario elaborar un programa de ayudas para reacti-
var la actividad econémica en las denominadas, siguiendo la’ terminologfa uti-
lizada en los documentos comunitarios, regiones en declive. Las preocupa-
ciones que motivaron el cambio de orientacién en la instrumentalizacién de
las ayudas del FED.ER. son las mismas que aparecen en el Libro Blanco
de la Reconversién y que se han plasmado en la actual normativa que regula
las Z.UR.

Actualmente funcionan seis Zonas de Urgente Reindustrializacién (ZUR):
Asturias, Bahia de Cédiz, Madrid, Vigo-El Ferrol, Zona del Nervién y cin-
turén industrial de Barcelona. Los seis Decretos que las han institucionalizado
explicitan a través de la Exposicién de Motivos (idéntica) el sentido de dicho
instrumento., Se trata de articular un «conjunto de medidas de cardcter urgente
y temporal que incentiven la inversién necesaria para recolocar los exceden-
tes de mano de obra originados por la reconversién industrial, concretados en
dreas que generalmente poscen un nivel de desarrollo econémico superior

2. Como ha explicado el Consejo Econémico y Social (CEE.E) al prenunciarse sobre la
propuesta de modificacién del Reglamento del FED.ER,, se trata de ampliar al campo de
intervencién para incluir en ¢l las regiones afectadas por la recesi6n. Regiones que hasta ahora
no conocen dificultades, y que deben afrontar una brusca regresién de sus industrias tradicio-
nales {J.O.C.E., 178/41, 15 de agosto de 1982).

3. Programas especificos de intervencién en las zonas afectadas por las politicas comuni-
tarias de reestructuracién de la industria textil, siderdirgica y construccin naval.

Reglamento (C.EE.) n® 216/1984 del Consejo, de 18 de enero, regulando una actuacién
comunitatia especifica de desarrollo regional para contribuir a la eliminacién de los obstéculos
al desarrollo de nuevas nctividades econémicas en zonas afectadas por la reconstruccién de la
industria sider¢rgica; Reglamento {CE.E.) n® 219/1984, idem para las zonas afectadas por
la reestructuracion del sector textil v de la confeccién; Reglamento (CEE.) n® 217/1984,
fdem para las zonas afectadas por la reestructuracién de la construccién naval. {JO.CE, L 27,
de 31 de enero de 1984.)
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a la media del pais, pero que han sido especialmente afectadas por la crisis».*

La carencia de un instrumento de politica industrial de estas caracteris-
ticas oblig6 a la Administracién a utilizar la técnica de las zonas de preferente
localizacién industrial (previstas en la Ley 152/1963, sobre industrias de in-
terés preferente) para hacer frente a la desocupacién generada por el cierre
de las instalaciones de cabecera de Altos Hornos de Sagunto (Decreto 28 de
septiembre de 1983). La reindustrializacién de la zona ha sido dirigida por
la Comisién de Promocién Econdmica de Sagunto integrada al 50 % por el
Ministerio de Industria y Energia y la Consejerfa de Industria, Comercio y
Turismo de la Generalidad Valenciana. La tarea de dicha Comisién ha con.
sistido fundamentalmente en captar nuevas inversiones que permitieran, a tra-
vés de la creacién de nuevas actividades instaladas en la zona delimitada re-
glamentariamente, la recolocacién de la mano de obra,

II. EL MARCO COMPETENCIAL

Antes de estudiar el instrumento creado en la Ley 27/1984 de Recon-
versién y Reindustrializacién serd preciso referirnos brevemente al marco
competencial en el que se desarrollan las actuaciones de los diferentes pode-
res piblicos que intervienen en el 4mbito de la politica de reindustrializacién.

Es necesario tener presentes las especiales caracteristicas de la realidad
en que operamos. Si contemplamos el espacio de intervenciones que pueden
realizar los poderes piblicos actuales en el dmbito de la economia veremos
que puede establecerse en principio un esquema de funcionamiento de la po-
litica econdmica, Por una parte tenemos las politicas instrumentales, es decir,
las politicas especificas destinadas a realizar, a hacer efectivas las politicas
finalistas generales. Son esencialmente las siguientes: politica monetaria, po-
litica cambiaria, comercio exterior, politica laboral y politica preupuestaria.
En cambio las denominadas politicas sectoriales afectan dreas o sectores con.
cretos y utilizan para sus fines las politicas intrumentales y otros medios es-
pecificos de cada sector. Por tanto vemos que se produce un entrecruzamiento
de los diferentes tipos de intervencién. La lectura de la Constitucidn y los
Estatutos de Autonomia nos indica que la mayorfa de las competencias esta-
tales se mueven en el dmbito de las politicas instrumentales, en cambio las
competencias autondmicas son fundamentalmente sectoriales.

La creacién de un instrumento de intervencién administrativa en un dm-
bito industrial como las Z.U.R. plantea claramente la cuestién relativa a la

4. Decreto 199/1985, de 16 de enero, sobre declaracién de Z.UR. de Asturias.

Decreto 189/1985, de 16 de enero, sobre declaracién de Z.UR. de la Bahia de Cédiz.

Decreto 19071985, de 16 de enero, sobre declaracién de ZUR. de Madrid (B.OE., de
16 de febrero). '

Decreto 531/1985, de 17 de abril, sobre declaracién de ZUR. en el Nervidn (BOE,,
24 de abril).

Decreto 722/1985, de 24 de mayo, sobre declaracién de Z.UR. de Vigo v El Ferrol
(B.OE., 25 de mayo).

Decreto 914/1985, de 8 de mayo, sobre declaracién de ZU.R. del cinturén industrial de
Barcelona (B.O.E, 21 de junio).
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imbricacién y superposicién de diferentes competencias. En las paginas si-
guientes analizaremos c6mo se ha resuelto dicha interrelacién en la Ley de
Reconversién y Reindustrializacién.

La existencia de competencias en diferentes sectores de la actividad (in-
dependientemente ahora del tipo de competencias), de carcter interdependien-
te, complementario, obliga a utilizar un sistema de integracién. Dicho sistema
deberd permitir la articulacién de diferentes niveles de competencias sobre
diferentes 4mbitos materiales. Se trata de integrar:

1° La competencia autonémica sobre la ordenacién del territorio que com-
porta potestades normativas y ejecutivas, que por su cardcter de exclusi-
vas excluyen en principio la intervencién de otros entes,

2.° La competencia autonémica sobre el sector industrial (que comporta po-

testades normativas y ejecutivas respetando determinados condiciona-
mientos),

3° Las competencias estatales de cardcter normativo y ejecutivo en materia
de impuestos estatales {beneficios fiscales).

4.° Las competencias estatales de cardcter normativo en materia laboral, y
por tanto sélo competencia autonémica de cardcter ejecutivo.

5.° Las competencias estatales en materia de derecho mercantil que no per-
miten intervencién autondmica alguna, al extenderse a todas las funcio-
nes que puedan recaer sobre la materia,

La Constitucién y el posterior desarrollo estatutario (consideramos sélo
los Estatutos de Autonomia de las Comunidades Auténomas que asumieron sus
competencias en ¢l d4mbito del art, 149.3 C.E.) han preservado para el Estado
la competencia sobre las Bases y la ordenacién de la actividad econémica gene-
ral como mecanismo que permite garantizar la unidad de las decisiones funda-
mentales. La necesidad de unas normas de cardcter general, para todo el terri-
torio, respecto a la finalidad de preservar la unidad de mercado, a la que la
Constitucién no se refiere en estos términos precisos, pero si alude al prohibir
la adopcién de cualquier medida que directa o indirectamente obstaculice Ia
libertad de circulacién y establecimiento de las personas y la libre circulacién
de bienes (art. 139.2 C.E. (S.T.C. de 28 de enero de 1928). Finalidad expli-
citada en la L.O.F.C.A. al establecerse que «la garantia del equilibrio econd-
mico a través de la politica econémica general corresponde al Estado» (ar-
ticulo 2.1.b).

Esta competencia estatal condiciona el ejercicio de las competencias auto-
némicas en materia de industria y planificacién de la actividad econémica
(art. 12 E.A.C.) y por ello nos referiremos brevemente a su contenido.

El dmbito material de intervencién estatal no estd solamente limitado al
establecimiento de las bases v coordinacién de la planificacién general de la
actividad econ6mica (art, 149. 1.13.1C). Las previsiones estatutarias han in-
troducido una competencia mds relevante, la relativa a la ordenacidn de la
actividad econémica.

La idea de ordenacién sugiere un abanico de facultades de intervencién
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mucho mis amplio que la nocién de Bases. Tal vez serfa preciso insertar en
este titulo competencial las potestades que se han incluido en la interpretacién
del término Bases en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional relativa
a la necesidad que en determinadas materias y en supuestos muy concretos,
ciertas decisiones de caricter concreto, coyuntural, sean adoptadas por el Es-
tado como si formasen parte del contenido de las Bases. E! concepto «orde-
nacidny» hace referencia a decisiones puntuales, a érdenes o mandatos segtin
las definiciones de caricter etimolégico. Si consideramos que las intervencio-
nes estatales en la actividad econémica poseen este soporte legal, este funda-
mento, tal vez podamos operar con una nocién de «Bases» de caricter mds
delimitado, mds préximo a la interpretacién del concepto inicialmente reali-
zada,

El Tribunal Constitucional desde sus primeros pronunciamientos ha op-
tado por una conceptualizacién de la nocién de Bases de cardcter material. Las
normas no son bdsicas por el hecho de aparecer asi configuradas en una ley,
sino por su contenido, «Los principios o criterios bdsicos, estén o no formu-
lados como tales, son los que racionalmente se deducen de la legislacién vi-
gente» (S.T.C. 40/1981, de 28 de julio). La competencia estatal para fijar las
bases es una competencia de normacién que corresponde en principio al
legislador, que se ha de operar a través de una norma con rango de ley (S.T.C.
de 28 de enero de 1982 y 28 de abril de 1983). Ahora bien, como ha explica-
do Mufioz Machado el hecho de que la regulacién primaria de una materia en
la que corresponde al Estado restablecer las bases deba establecerse mediante
una ley aprobada por las Cortes Generales no es un problema relativo a la
distribucién de competencias entre el Estado y las Comunidades Auténomas,
sino que depende del juego del principio de legalidad (materias reservadas a
la ley), es decir, de los principios constitucionales que disciplinan las relacio-
nes entre la ley y el reglamento.

Dicha interpretacién, que se ha fundamentado en el concepto de interés,
admite que en determinados supuestos excepcionales la competencia estatal
para dictar las Bases incluya Ja potestad de dictar actos administrativos aun
cuando sean de cardcter singular (S.T.C. 42/1983 y 25/1983),

La interpretacién tiene un limite constituido por las normas estatutarias
que establecen las competencias de acuerdo con el art. 149, 3 C.E. y que pre-
vén competencias autonémicas de desarrollo en los dmbitos materiales que la
Constitucién permite.

La interpretacién de la nocién de Bases no puede conducir al mismo re-
sultado operativo que en el supuesto en que el constituyente utilizé otra téc-
nica. Cuando un determinado dmbito se ha querido reservar de forma abso-
luta a la competencia estatal no se indican las funciones concretas que el Es-
tado posee, sino que se hace referencia a la materia, sin realizar distinciones,
como por ejemplo sistema monetario, régimen de la Seguridad Social... Cuan-
do, en cambio, se ha querido reservar al Estado dnicamente un determinado
tipo de potestad asi se ha indicado, como por ejemplo el término legislacién
en relacién a una materia.

Lo bésico, como ha indicado ¢l Tribunal Constitucional, debe definirlo
el legislador estatal. El margen de apreciacién del mismo resulta muy amplio,
pero debe respetar el limite constituido por la posibilidad de desarrollo legis-
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lativo, desarrollo que deberd poder ser plural y diferente, no uniditeccional
como en el supuesto del desarrollo reglamentario de una ley. La formulacién
de las Bases deberd permitir una actividad de desarrollo legislativo en la que
tengan cabida «diversas opciones»; no podrd vaciar de contenido la compe-
tencia de desarrollo legislativo autonémico (S.T.C. 40/1980 y 1/1982).

Si utilizamos las técnicas del concepto juridico indeterminado (SAinz
Moreno), podremos determinar, distinguir, en cada caso entre el «nicleo
esencial», «la aureola» y la zona externa del concepto. El legislador estatal
puede entrar en el dmbito que forma la aureola, pero no puede ocupar la
denominada- zona externa, ya que estaria invadiendo las competencias auto-
némicas, y el T.C. podria declarar inconstitucional la norma por exceso, por
regular lo de detalle, lo no fundamental, lo no bdsico. Parece que si se ad-
mite la posibilidad de que la potestad de-dictar actos administrativos singu-
lares (que se agotan en su cumplimiento) forme parte de la nocién de Bases
y, por tanto, sea competencia estatal, se estd entrando en la denominada zona
exterior, ya que no quedaria margen alguno para la intervencién autondmica.
¢Cdémo desarrollar actos administrativos? Quizds seria preciso en estos supues-
tos que la intervencién estatal opere en forma de directriz, técnica sobra-
damente conocida en el dmbito de la intervencién econdmica, que permite
una ulterior actuacién autondmica, de cardcter meramente ejécutivo. La potes-
tad de dictar los actos administrativos quedaria muy ligada y, en cambio, se
mantendria un margen de intervencién autondémico.

Ahora bien, la interpretacién de los conceptos «otdenacién» y «Bases»
no puede significar la eliminacién de competencias expresamente establecidas
en los respectivos Estatutos de Autonomia, Por tanto, obligan a proceder a
una articulacién de las respectivas competencias desde la perspectiva de una
posicién de preeminencia estatal de acuerdo con las previsiones constituciona-
les que han operado la mencionada reserva.

La materia industria no aparece como tal en el listado del articulo 149.1
CE, de forma que las Comunidades Auténomas la han asumido sin reservas
mediante los respectivos Estatutos.

El art, 12.1.2. E.AC. dispone que corresponde a la Generalidad la
competencia exclusiva sobre la industria. Competencia tipificada como exclu-
siva pero que debe atender en su ejercicio los siguientes condicionamientos:

@) las bases y la ordenacién de la actividad econémica general,

b) la politica monetaria del Estado; :

¢) lo establecido en el art. 38 C.E. (libertad de empresa);

d} lo establecido en el art. 131 CE,;

e) las Basés y coordinacién de la planificacién general de la actividad
econémica {art. 149.1 CE.);

f) la competencia exclusiva de] Estado sobte el sistema monetario y
sobre las bases de la ordenacién del crédito, banca y seguros {art.
143.1.11 CE.).

Ello no implica que no se presentan problemas en el momenio de intes-
venir en este sector de la actividad econémica, ya que a menudo los instru-
mentos necesarios no estdn a la entera disposicién de las C.C.A.A,

Dentro de esta competencia general los Estatutos de Autonomia han ex-
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plicitado la competencia autonémica sobre el desarrollo y ejecucién de los
planes establecidos por el Estado para la reestructuracién de sectores indus-
triales (art. 12 E.A.C.). Se trata de una norma especial que concreta las com-
petencias en un dmbito muy definido de la intervencién en la industria y de
una forma muy especifica. Dicha disposicién no parece que haya de plantear
problemas de interpretacién por la precisién y exactitud con que se define la
competencia; aun cuando la actual regulacién en la Ley de Reconversién y
Reindustrializacién parece indicar lo contrario.

Para acabar de trazar el marco competencial en el que deberd desarro-
llarse la figura de ta Z.U.R. es preciso hacer referencia a dos competencias que
por sus caracteristicas podrian tener un sentido expansivo, dado su contenido
programador y coordinador de las diferentes intervenciones de las Administra-
ciones Publicas en presencia: la planificacion de la actividad econémica en la
respectiva Comunidad Auténoma (respetando los mismos condicionamientos
que el dmbito material de la industria) y la ordenacicn del territorio.

Parece, pues, que las potestades ejecutivas estatales, deberdn insertarse
en la planificacién autonémica. Una decisién puntual no puede contradecir
una programacién general, de lo contrario estarfamos anulando las competen-
cias autondmicas previstas en los Estatutos. Seguramente éste es el 4mbito
idéneo para la utilizacién de técnicas cooperativas que permitan el ejercicio
concertado de las respectivas competencias, la adopcién de criterios conjun-
tos y soluciones armdnicas.

Los Estatutos de Autonomia de Andalucia y Galicia estipulan la com-
petencia autonémica en el desarrollo y ejecucién de los programas de actua-
cién relativos a comarcas deprimidas o en crisis (arts. 18.7.c. EAA. y
30.7.c. E.A.G.). Seguramente el legislador estatutario estaba considerando el
diferencial de crecimiento de dichas regiones y la necesidad de llevar a cabo
intenvenciones de las que constituyen las tradicionales politicas de desarrollo.
El sentido originario, referido seguramente a zonas agrarias, no puede impe-
dir reconocer que el 4mbito material definido se adecue perfectamente a de-
terminadas zonas industriales actualmente afectadas por la crisis de los secto-
res bésicos o de mayor relevancia de su tejido econémico. En la actualidad las
bolsas deprimidas se localizan con mayor intensidad en zonas de larga tradi-
cién industrial.

La atribucién de funciones normativas {generalmente de desarrollo) en
las materias a que hemos hecho referencia comporta asimismo funciones de
cardcter ejecutivo. La potestad organizadora forma parte de las competencias
de cardcter ejecutivo y permite elegir la {6rmula organizativa que el ente en-
cargado de la ejecucidn, de la aplicacién de una determinada reglamentacién
considere mds apropiada. El problema se plantea cuando el aspecto organiza-
tivo se configura como uno de los elementos definidores de una determinada
politica, de una opcién que reglamenta la intenvencién piblica en un sector.
La seleccidn de un tipo de ejecucién puede convertirse en una institucién bé-
sica, fundamental y, por ello, entenderse como constitutivo de las Bases de la
ordenacién de la actividad econdmica. La regulacidn estatal deberd permitir
siempre un espacio de intervencién autonémico que permita la plasmacién de
diferentes opciones politicas (S.T.C. 28 de julio 1981).
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IIT. La pecLaraciON pE Z.U.R.

El Decreto-Ley 8/1983 introdujo la figura de las Z.U.R. en nuestro ot-
denamiento. Dicha institucién queda configurada en la norma citada al esta-
blecerse su significado (intervencién en zonas afectadas por la crisis de un
sector declarado en reconversién), el érgano competente para realizar la decla-
racién (el Gobierno), el contenido minimo del Decreto (objetivos y delimita-
cién geogrdfica), los posibles beneficios y su plazo de disponibilidad, Ia incom-
patibilidad con otros beneficios, la organizacién administrativa, las obligacio-
nes de los particulares y las sanciones por incumplimiento.

Prescindiendo por el momento del aspecto organizativo, los restantes ele-
mentos, en tanto que configuradores de la institucién, forman parte de las
Bases de la actividad econdmica general y, por tanto, su definicién era una
competencia estatal (art. 12 E.A.C.). La implantacién de la Z.UR. implica
la utilizacién de unos instrumentos, cuya regulacién comporta competencias
legislativas estatales (beneficios fiscales sobre impuestos estatales, articulacidn
con el Fondo de Promocién de la Ocupacién creado por la LR. y R., prefe-
rencias en el crédito oficial). '

Los problemas se plantean en un momento posterior: el de la aplicacién
de la ley. De acuerdo con el marco competencial brevemente expuesto ante-
riormente hemos visto que las Comunidades Auténomas poseen competencias
en materia de planificacién de la actividad econémica, industria y ordenacién
del territorio, Si la intervencién mediante las Z.UR. es una actividad de pro-
mocién industrial con base territorial serd preciso estudiar el procedimiento
que permita la articulacién de las competencias de los diferentes entes.’

El Decreto-Ley 8/1983 de 30 de noviembre de Reconversidn y Reindus-
trializacién establecia en el art. 24 que: |

«El gobierno podri declarar Zona de Urgente Reindustrializacién el 4rea
0 dreas del territorio nacional que resulten especialmente afectadas por la cri-
sis de un sector industrial declarado en reconversién.» ‘

Sorprende del texto del Decreto-Ley la ausencia de referencia a la inter-
vencién de los érganos de las Comunidades Auténomas, 1ado que, segdn he-
mos visto, poseen competencias en la materia.

En la tramitacién parlamentaria del Decreto-Ley como proyecto de ley
se irdn introduciendo breves referencias a la intervencién autonémica, y asf
apareci6 el siguiente redactado:

3. La Administracién autondmica ha iniciade una politica de localizacién industrial, para-
tela a las actuaciones desarrolladas en el seno de la ZUR. del cinturén industrial de Barce-
tona, Se trata de promover la creacién de nuevas empresas o la ampliacién de las instalaciones
ya existentes en determinadas dreas no comprendidas en e! rterritorio de la Z.U.R., peto que
también han sido fuertemente golpeadas por la crisis industrial. El Decreto 247/1985 (D.O.G.
de 6 de scptiembre) establece la prioridad, la preferencia para la obtencién de ayudas a las
industrias ubicadas en las dreas delimitadas en la citada normativa, de determinadas comarcas,
municipios o poligonos industriales. La técnica de fomento utilizada es la mds sencilla de ins-
trumentalizar: la subvencién. Los criterios y el procedimiento estaban establecidos con ante-
rioridad en la normativa del Departamento de Industria y Energia.
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«El gobierno podrd declarar Zona de Urgente Reindustrializacién, previo
acuerdo con la correspondiente Comunidad Auténoma, el drea...»

A través de las enmiendas de los diferentes grupos parlamentarios se in-
trodujo la necesidad de consultar a las Comunidades Auténomas en que se
pretendfa localizar la Z.U.R. La intervencién de las mismas en el trdmite par-
lamentario de Informe de la ponencia {(B.O.C. 7 mayo 1984), quedaba limi-
tada a emitir su opinién y, por tanto, era posible localizar una Z.UR. en
contra de la voluntad de la Comunidad Auténoma. Para resolver este proble-
ma se introdujo finalmente en el Pleno del Congreso de Diputados la necesi-
dad de un acuerdo previo (B.O.C. - junio 1984). La ley obligaba a una nego-
ciacién, a la formacién de una decisidn conjunta .

Ahora bien, dicha férmula plantea bastantes interrogantes, ya que no
estd fijado ni el procedimiento para el establecimiento del acuerdo, ni la for-
mulacién juridica del mismo, ni su extensién. La Ley, a nuestro parecer, esta-
blece inicamente la Gltima faceta de un procedimiento complejo en el que han
de intervenir necesariamente érganos pertenecientes a diferentes entes® Ana-
lizaremos a continuacién los diferentes aspectos de dicha problemdtica, tal
como aparecen en la Ley, insertdndolos en el marco competencial donde se
desarrollan las diferentes atribuciones de los poderes publicos.

1. Cardcter discrecional de la declaracion

La referencia estatutaria a la competencia estatal en materia de ordena-
cién de la actividad econdmica general permite intervenciones estatales de
caracter puntual, la adopcién de decisiones concretas que por su relevancia
econémica o interdependencia en todo e! territorio nacional requieren una
decisién 1nica’

La Ley de Reconversién y Reindustrializacién atribuye una potestad dis-
crecional al Gobierno para declarar determinadas 4reas Zonas de Urgente
Reindustrializacién. Se trata de la atribucidn de una facultad —el «gobierno
podrén— y por ello puede suceder que, debido a consideraciones de indole
politica o econémica, no se utilice. Se trata de uvna caracteristica de las nor-

6. La necesidad de acudir a técnicas procedimentales para articular las competencias de
las diferentes administraciones territoriales (ante la constatacién de que las mismas no desarro-
llan su actividad como si se tratara de compartimentos estancos, sino que se producen interfe-
rencias) que dificilmente poseen competencias separadas, fue expuesta ya hace afios por SaLas
en «Fl tema de las Competencias: instrumentacién de las relaciones entre el Estado y la Admi-
nistracién local desde-la perspectiva de la descentralizacién tetritoriale. Obra colectiva dirigida
par S. Martin RerortiLLo: Descentralizacién administrativa y organizacidn politica, Ma-
drid, 1983,

7. Rusio LLORENTE, en el voto particular emitido en la sentencia del T.C. n.® 25/1983,
de 7 de abril, considera que los tres supuestos en que la competencia sobre bases incluye tam-
bién la competencia de simple ejecucién se dan cuando el acto de ejecucién «comporta, por
necesidad intrinseca de la materia bdsica en cuestién, mdrgenes tan amplios de discrecionalidad
que solamente puede ser atribuida a instancias que no tengan encomendados intereses pecu-
liares diferentes de los puramente gencrales, o cuando afecta intereses de diferentes Comuni-
dades Auténomas, o bien el caso extraordinario de la situacion de urgencia»,
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mas que regulan intervenciones de cardcter econdmico. Si se quicren establecer
disposiciones que tengan un minimo de temporalidad deben posibilitarse deci-
siones diferentes. La mera referencia a la posibilidad de cambios de coyuntura
econémica o las mismas limitaciones presupuestarias, convierten en necesaria
la existencia de un margen de discrecionalidad en el 4mbito de las normas
que regulan la intervencién en la economia de los poderes piiblicos. Ahora
bien, dicha discrecionalidad estd delimitada en la norma configuradora de la
potestad. Se ha previsto el supuesto féctico: para poder déclarar una Z.U.R.
serd preciso que el 4rea en cuestién se haya visto especialmente afectada por
la crisis de sectores en reconversién. En el trimite parlamentario ha desapare-
cido la referencia a la necesidad de que se trate de sectores declarados en re-
conversién, es decir, sometidos a una reestructuracion interna dirigida, orienta-
da por los poderes piblicos mediante un plan sectorial y no de cardcter desor-
denado o salvaje. Creemos sin embargo que la referencia establecida en el
art. 24 sobre la necesidad de que se trate de sectores en reconversién sélo pue-
de tener sentido en relacién con ¢l capitulo primero, que establece el procedi-
miento para la declaracién de un sector en reconversién. Recordemos que la
declaracién de Z.U.R. es una técnica ideada para hacer frente a la reindustria-
lizacién de zonas con un tejido industrial debilitado por la crisis de sectores
en aquellas dreas. La Reindustrializacién aparece como una consecuencia de la
Reconversién, aunque temporalmente deba realizarse de forma simultdnea y
paralela. : _

Este margen de discrecionalidad explica seguramente la atribucién de
dicha competencia a la Administracién estatal de acuerdo con las disposiciones
estatutarias que consideran la ordenacién de la actividad econdmica general
competencia estatal. Ordenar es dirigit un determinado proceso de forma
que a menudo implica una seleccién, sobre todo si los recursos de que se
dispone son escasos. El objetivo perseguido comporta la idea de una eleccién
de determinadas dreas del territorio; es preciso escoger las zonas en que deberd
promoverse la reindustrializacién dentro del bloque de las afectadas por la
reconversién industrial, El Gobierno asi lo ha hecho y ha decidido en el Con-
sejo de Ministros de 5 de diciembre de 1984 la creacién de seis Z.U.R. locali-
zadas fundamentalmente en las principales regiones industriales (tal vez sea la
evidencia de la debilidad de la industrializacién del pais): Galicia (Vigo y El
Ferrol), Asturias (Gijén, Mieres, Langreo y Avilés), Bilbao, Madrid, Barce-
lona y Bahia de Cadiz. Este acuerdo es el acto que inicia un procedimiento
complejo en el que deben participar las Comunidades Autdnomas. Dicho pro-
cedimiento permite articular las competencias de los diferentes entes.

2. La articulacién de las competencias de los diferentes entes

Un primer nivel de articulacién se produce en el momento de dictar la
Ley, ya que, como hemos indicado, la Comunidad Auténoma posce competen-
cias normativas en la promocién y localizacién de la actividad industrial, pero
para que esta politica sea méds eficaz deben utilizarse los instrumentos que son
competencia del estado. El problema que se plantea es el relativo a la deter-
minacién de los mecanismos que han de utilizarse, La L.R. y R. establece un
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marco general para la intervencién publica en los procesos de reconversién y
reindustrializacién. Es una norma de cardcter general que habilita a la Admi-
nistracién pero que debe ser actuada para que tenga aplicacién directa. En
este nivel previo de elaboracién de la norma general, de definicién del marco
de intervencién y de los instrumentos a utilizar, la participacién de las Co-
munidades Auténomas no parece garantizada en la Constitucién, seguramente
al no optar de forma decidida por un Senado como Cimara de representacién
territorial. Se pueden utilizar mecanismos de colaboracién como la elaboracién
conjunta del proyecto de ley por una comisién mixta Estado-Comunidades
Autdnomas,

Posteriormente, en fase de ejecucién de la norma, la intervencién auto-
némica aparece delimitada en la Constitucién y los Estatutos de Autonomia
que han preservado para el Estado la competencia sobre las Bases y la orde-
nacién de la actividad econdmica general, y por tanto las Comunidades Auté-
nomas poseen competencias de caricter normativo para desarrollar la norma
estatal. Puesto que la competencia normativa autonémica no posee €l mismo
alcance en todas las materias que configuran la politica de reindustrializacién,
el art. 24 de la Ley de Reconversién y Reindustrializacién explicita que serd
preciso el acuerdo de las Comunidades Auténomas para declarar un espacio
de su territorio Z.U.R. Como veremos, el fruto deé dicho acuerdo serd un De-
creto del Consejo de Ministros que posee un doble contenido: una parte tiene
cardcter normativo y es un tipico reglamento ejecutivo de una ley que especifica
y desarrolla las previsiones legales, la otra posee cardcter de acto administrati-
vo, de mera aplicacién de la Ley a un supuesto concepto. El acuerdo permitird
la articulacién de diferentes tipos de funciones normativas y la integracién
de funciones ejecutivas en materias conexas y complementarias.

Describiremos brevemente el contenido del acuerdo, es decir, el resultado
final para explicar posteriormente el procedimiento de adopcién del mismo.
Las decisiones adoptadas recaen sobre materias interrelacionadas, ello explica
las caracteristicas del procedimiento previo a la decisidn final que se plasma
en el Decreto del Gobierno Central declarativo de una determinada Z.U.R.

El art. 25 de la Ley de Reconversién y Reindustrializacién establece el
contenido minimo de los Decretos que declaren una Zona de Urgente Rein-
dustrializacién. Norma que tiene el caricter de Reglamento ejecutivo de la Ley,
aunque afecte a un determinado territorio, y por tanto sorprende que los
Decretos se hayan publicado en el apartado del B.O.E. denominado «otras
disposiciones», que contiene generalmente actos administrativos que necesitan
ser publicados.

El art. 25 establece:

«El Real Decreto por el que se declara una Z.U.R. deberd poseer el si-
guiente contenido:

1.2 Los objetivos que se pretenden perseguir.

2. La delimitacién geogrifica de la zona,

3° Las actividades econénicas cuya realizacién pueda comportar la con-
cesién de beneficios.
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4°  Los beneficios que puedan concederse de acuerdo con lo establecido
enla LR.yR. _

5" El plazo en el que podran solicitarse dichos beneficios, que se fijard
de acuerdo con lo establecido en el art. 29 sin perjuicio de su peé-
rroga para ajustarse a los criterios citados.

6.° Las condiciones que deberdn reunir los proyectos para ser objeto de
beneficios.

7.2 Las normas bisicas de procedimiento para la tramitacién de las so-
licitudes de beneficios.»

Parece que, una vez el Gobierno haya decidido el niimero de ZUR. y
en qué Comunidades Auténomas se localizardn, la seleccidh de las zonas en
concreto, fa delimitacién especifica, deberia ser decidida por el 6rgano ejecu-
tivo de las Comunidades Auténomas. Tal vez para facilitar la negociacién pos-
terior y la adopcién del acuerdo el Gobierno podria concretar los principios
directores.

A partir de la decisién estatal previa, la iniciativa, la facultad de propo-
ner los proyectos deben poseerla las Comunidades Auténomas. Este derecho
de iniciativa es e} que corresponde al ejercicio de sus competencias, una de las
cuales es la de planificar la actividad econémica que se desarrolle en su terri-
torio, cuyo fundamento tedrico se halla seguramente en los modernos criterios
de la ciencia regional que recomiendan la adopcién de las decisiones en el nivel
mds préximo de la actividad sobre la que recaen. El Estado tinicamente debe-
rfa poder presentar proyectos de reforma, modificacién o ampliacién de los ya
presentados por las Comunidades Auténomas.®

Los 6rganos competentes de las respectivas Comunidades Autdnomas
deben decidir qué localizacién concreta consideran la més adecuada, ya que
poseen competencia exclusiva para ordenar el tetritotio, ordenacién que im-
plica fundamentalmente optar por una distribucién espacial de las actividades.’
Por tanto, la delimitacién geogrifica de la zona (apart. segundo del Decreto)

H

8. El derecho comparade alemdn, al que tan a menudo se refiere la doctrina de nuestro
pais, nos proporciona un ejemplo muy indicado de articulacién de competencias en el dmbito
de la industriglizacién. La ley marco de reforma de la estructura econdmica regional de 5 de
octubre de 1969 establece que la planificacion conjunta deberd ser realizada por un Comité
de Planificacién, integrado por el ministro federal de Finanzas por parte del Brund, v por un
ministro de cada Land; las dos partes poseen el mismo niimero de votos. La iniciativa la
poseen los Linder y el Bund sdlo puede intervenir reformando las propuestas de los primeros.
Este derecho de iniciativa se ve reforzado por la facultad de los Linder de oponerse a la in.
clusidn en cl plan-marco de un programa que deba ejecutarse en su territorio. El contenido
del plan-marco es el siguiente: determinacién de los objetivos, plan financiero bianual (con las
previsiones presupuestarias). La ejecucién y elaboracién de los programas concretos corres-
ponde a los Linder, Esios solamente estdn obligados a informar al Gobierno Federal o al
Bundestag cuando lo requieran, '

9. La relacibn que a menudo se establece entre espacio y cuantia de las ayudas para
argumentar que es preciso limitar la iniciativa autonémica no tiene por qué darse siempre, ya
que, si el volumen de las ayudas se esiablece con cardicter previo, asi como los criterios de
seleccién, el que una empresa se instale en el espacio predeterminade no determina necesa-
riamente la obtencién de Ia ayuda, sino que intervienen otras variables relativas a objetivos
ne de localizacién, sino de tipo sectorial. A menude los razonamientos de tipo empirico se
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es decir, la concrecién de los municipios o poligonos que se beneficiardn de la
declaracién de Z.U.R. debe ser resultado de la iniciativa autondmica.

La concrecién de los objetivos, la determinacién de las actividades eco-
némicas y la seleccién de las condiciones que han de reunir Jos proyectos, ast
como la fijacién del plazo de materializacién de los programas con ayuda,
forman un conjunto de decisiones que configuran una forma de planificacién
flexible, o rigida. La Constitucién establece en el art. 131.2 que el Gobierno
debe elaborar sus proyectos de planes de acuerdo con las previsiones suminis-
tradas por las Comunidades Auténomas.”® Garantia institucional que no puede
olvidarse en el supuesto de planificacién sectorial. La fase ascendente de la
planificacién, relativa a la recogida de informacién, a la elaboracién de pro-
puestas, son decisiones que adoptan las Comunidades Auténomas que han de
integrarse en la decisién final que adopta el Gobierno. La decisién definitiva
del Gobierno Central fruto de dicho procedimiento complejo va precedida,
pues, de una decisién de los érganos ejecutivos de las respectivas Comunida-
des Auténomas.

La Ley no explicita cudl debe ser el procedimiento que permita la adop-
cién del referido acuerdo, tampoco ha habido un desarrollo reglamentario y
las Exposiciones de Motivos son el tinico instrumento de que disponemos para
conocetlo.

Se trata de un procedimiento integrado por diferentes procedimientos.

Dicha integracidén posibilita la articulacién de diferentes competencias
de caricter decisorio, atribuidas a diversas Administraciones de cardcter terri-
torial. La técnica més iddnea es la planificacidn y seguramente por eso es el
mecanismo previsto en las leyes marco que regulan las diferentes tareas co-
munes en la RF.A. (art. 91, Ley Fundamental de Bonn).

El acuerdo del Consejo de Ministros decidiendo el nimero de ZUR. y
determinando a grandes rasgos las 4dreas de localizacidn es el acto trdmite
{por eso no se publica en el diario oficial que inicia el procedimiento).

Las Comunidades Auténomas deben intervenir en el proceso de elabora-
cién del Decreto que declara las diferentes zonas. De acuerdo con la Exposi-
cién de Motivos del Decreto 752/1985 sobre declaracién de Zona de Urgente
Reindustrializacién de Vigo y El Ferrol {que es la mds explicita, seguramente
por la situacién de conflicto existente entre el Estado y la C.A. de Galicia),
parece que el Gobierno no se limité a decidir dénde se establecen las dife-
rentes Z.U.R., sing que también aprobd los respectivos proyectos de Decreto
vy los trasladé posteriormente a los Consejos Ejecutivos de las Comunidades
Auténomas mds interesadas. Dicho sistema no parece el mds adecuado para

pucden realizar en sentido opuesto, y no permiten el establecimiento de una idnica solucién
justa {como se preconiza en la técnica de los conceptos juridicos indeterminados).

10. Esta norma constitucional tiene dos apartados bien diferenciados: en el primero se
cstablece la legitimidad constitucional de una planificacién general de la actividad econémica
—disposicién necesaria para posibilitar este tipo de intervencidn estatal—, en el otro se esta-
blece una garantia constitucicnal relativa a la participacién de las Comunidades Auténomas
en la actividad de planificacién. Participacién que no se puede entender reservada sdlo a Ia
planificacién general sino que es igualmente necesario en la de cardcter sectorial. En un sen-
tido similar MuRoz Macuavo, S.. Derecho Pidblico de las Comunidades Antdnomas. Madrid,
1982, p. 502.
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garantizar las competencias autondmicas y hace pensar mds bien en el meca-
nismo previsto en el art, 130.4 de L.P.A, para la participacién de Entidades
en la elaboracién de disposiciones de cardcter general. La consideracién de las
Comunidades Auténomas como meramente portadoras de intereses particu-
lares parece fundamentar esta actuacién. Esta orientacidén no parece adecuarse
a las previsiones constitucionales que configuran un sistema plural de poderes,
denominado por el Tribunal Constitucional en algunas ocasiones Estado com-
puesto {(S.T.C. 1/1982). La Constitucién opera una divisién vertical del
poder atribuyéndolo a diferentes instancias o niveles: el central, que aparece
a veces con la denominacién de Estado (confusién destacada por el T.C. en
la sentencia n.° 32 de 1981) y el autonémico. Estas dos instancias territoria-
les dotadas de poder politico, legislativo y ejecutivo, permiten una organiza-
cién descentralizada del poder estatal, una conformacién ploral de los intere-
ses generales del Estado. La Constitucién atribuye diferentes medios a las
C.C.AA. para promover y defender los intereses generales {voto particular
S.T.C. 25/1982)."

Es preciso plantear la cuestién relativa a cudl es el 6rgano de la Comu-
nidad Auténoma que debe expresar la voluntad de la misma, que ha de
formular la propuesta que sirva para la adopcién del «acuerdo» a que hace
referencia el art. 24 de la LR. y R. Dicho «acuerdo» es la resolucién que
pone fin al procedimiento iniciado en Catalufia por los 6rganos administra-
tivos del Departamento de Industria (que poseen competencia en materia de
promocién y reestructuracién industrial, de acuerdo con el Decreto del 12
de mayo de 1980 de asignacién de competencias} después de la comunicacién
del acuerdo inicial del Consejo de Ministros relativo al nimero de ZUR. y
a la localizacién de las mismas en el territorio del Estado. Este procedimiento
es en si mismo complejo, ya que debe articular las competéncias de los dife-
rentes departamentos de la Administracién Autondémica (Industria y Energia,
Obras Piblicas) de forma que permita una resolucién unitaria por parte del
Consejo Ejecutivo que, de acuerdo con la Ley 3/1982, es el Srgano superior
colegiado que dirige la politica y la Administracién de la Generalidad de Ca-
taluna y es el titular de la funcién ejecutiva y de la potestad reglamentaria.
La paturaleza del acuerdo dictado en el ejercicio de competencias de cardcter
ejecutivo serd la de acto administrativo. El mismo posee substantividad juri-
dica propia, ya que responde a unas reglas propias de validez y es fruto de
un procedimiento especifico, pero tiene cardcter instrumental respecto de la
resolucién final. Segin el art. 46 de la L.P.A. no se requiere la publicacién
de dicha resolucién, ya que la misma debe efectuarse una vez se ha puesto
fin al procedimiento; no es por tanto obligatoria la publicacién de los actos
que tienen el caricter de irdmite. Ahora bien, esta disposicién estd pensada
para actos que se insertan en un procedimiento que se desarrolla en el interior
de una misma Administracidén. Pero en el supuesto que analizamos se utiliza
la técnica procedimental como medio para acticular la actividad de una plu-

11. La consideracién de las Comunidades Auténomas como portadoras de intereses ge-
nerales ha sido ampliamente tratada por la doctrina v especialmente por SanTorava, P, en
Descentralizacién y cooperacidn. Madrid, 1984,
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ralidad de sujetos. Es un mecanismo que permite integrar competencias de
diferente nivel y sobre 4mbitos materiales independientes que hacen necesaria
dicha articulacién para poder alcanzar determinados cbjetivos. El acuerdo del
Consejo Ejecutivo es el acto resolutorio de un procedimiento que posee un
cardcter esencialmente técnico e interno que prepara la decisién definitiva,
pero en la medida en que marca el final del procedimiento desarrollado en el
seno de una Administracidén y si sus resultados trascienden al exterior, debe-
ria ser publicado.” Sobre todo si tenemos en cuenta que la Administracién
autonémica, de acuerdo con la distribucién estatutaria de las competencias,
posee poder politico, poder de direccién y no de mera ejecucién de decisiones
ajenas (como por ejemplo los organismos auténomos) y, por tanto, en el
caso que ahora nos interesa, estd ejerciendo funciones propias que implican
la adopcién de una determinada politica, opcién que es preciso trascienda al
exterior de la Administracién Pdblica. Por tanto, la naturaleza de acto adminis.
trativo debe ser matizada, ya que el nicleo corresponde al ejercicio de fun-
ciones gubernativas; es un acto politico en el sentido de que no estard sujeto
a un contro] jurisdiccional.® No obstante, actualmente parece mds ttil el nue-
vo tratamiento del tema de la discrecionalidad administrativa —que consi-
dera elemento central el equilibrio de poderes— que la doctrina tradicional
de los actos politicos.

Una vez finalizado y adoptado el acuerdo por el Consejo Ejecutivo de la
Comunidad Auténoma, el Gobierno central tomard la decisién defiitiva. Re-
solucién que, segin indica el art. 25 LR. y R., tendrd naturaleza de disposi-
cién reglamentaria, ya que regulard la actividad posterior de las Administra-
ciones Publicas, determinard las potestades de los diferentes Grganos y esta-
blecerd el procedimiento de tramitacién de solicitudes de beneficios por parte
de los particulares. El resultado final del procedimiento complejo serd un acto
de la Administracién estatal con independencia de las diferentes Administra-
ciones Publicas que hayan participado en su formacién.

Hemos intentado describir cudl creemos que es el procedimiento de ela-
boracién de las disposiciones reglamentarias declarativas de las diferentes
Z.U.R. que no comporta la invasién de los dmbitos competenciales de los res-
pectivos entes. La no previsién legal de este procedimiento y, por tanto, la no
discrecién de la forma de adopcién de acuerdos en el supuesto de discrepan-

12. La intervencién del Parlamento no es necesaria, ya que e} contenido del acuerdo no
requiere acto legislativo alguno y no se trata tampoco de un convenio de los que precisarfan,
de acuerdo con el art. 27 E.A.C., 1a aprobacién del Parlamento.

13, Actualmente la tnica referencia de que disponemos sobre el érgano concreto que
ha expresado la voluntad de la Comunidad Auténoma, y la forma que ha adoptado la misma,
es el que se indica en las Lxposiciones de Motivos de los diferentes Decretos declaratorios
de ZUR. El mids explicito, seguramente debide a las discrepancias, es el Decreto 725/1985
sobre declaracién de Z.U.R. en Vigo y El Ferrol, en ¢l que se indica que la Junta de Galicia,
érgano colegiado de gobierno de dicha Comunidad Auténoma (art. 16,1, E.A.G.} ha expresado
su acuerdo en la reuntén del dia 7 de marzo de 1983, En las restantes Exposiciones de Mo
tivos se indica solamente que existe el acuerdo previo con la Comunidad Autdnoema, precisando
el Decreto 531/1985 sobre declaracion de Z.U.R. en el Nervién que el acuerdo ha sido adop-
tado por el Gobierno Vasco, aflirmacién que sorprendentemente se introduce en la parte
dispositiva del Reglamento {art. 1).
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cias puede crear conflictos de dificil solucién. Pensemos solamente en el su-
puesto de que el Consejo Ejecutivo de la Comunidad Auténoma considere que
el Decreto aprobado por el Gobierno no refleja el acuerdo, se aparta de la
resolucién adoptada por la misma, ¢A qué mecanismos deberé acudirse? Ha-
brd que acudir a las reglas que delimitan las atribuciones de la jurisdiccién
constitucional 'y la contencioso-administrativa, siempre que los términos de
la controversia sean reconducibles a dichas instancias de resolucién de con-
flictos de acuerdo con criterios juridicos. :

Ahora bien, si la discrepancia afecta al niicleo de la decisién que hemos
conceptualizado como politico, no existe ninguna instancia de resolucién del
confiicto. Por ello parece que hubiera sido mejor la regulacién del procedi-
miento y el establecimiento de instancias que posibilitaran la integracién de
los diferentes intereses en presencia. Tal vez se garantizaria mds la interven-
cién autondmica (recordemos la tradicional funcién garantista de las reglas de
procedimiento) y al mismo tiempo la transparencia del acuerdo posibilitaria
un posterior control parlamentario.

Quizd seria mds 1til y eficaz utilizar otra técnica de articulacién de com-
petencias y de colaboracion entre Administraciones. Parece que las férmulas
organizativas respetan mds el 4mbito de autonomia que las competencias de-
limitan para cada parte. Los mecanismos procedimentales implican la preemi-
nencia de la Administracién que adopta la decisién definitiva, Tal vez la com-
petencia estatal sobre las bases y la ordenacién de la actividad econémica y
las caracteristicas expansivas de este titulo de intervencién expliquen la op-
cién del legislador por un mecanismo procedimental que garantiza la partici-
pacién de las Comunidades Auténomas en la adopcién de la decisién, preser-
vando la direccién del proceso por parte del Estado.

Los Reglamentos de las diferentes Z.UR. deben considerarse desde dis-
tintas perspectivas. En algunos aspectos poseen la consideracién de Bases, de
acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, ya que estdn pre-
vistos en la Ley, tienen cardcter ejecutivo y desarrollan la regulacién de una
institucién creada por ella. Desarrollo que ademds regula aspectos basicos
para la intervencién de las diferentes Administraciones Piblicas en presencia.
Por ello en las disposiciones finales se recuerda que las Comunidades Auténo-
mas podrdn dictar las normas necesarias para su desarrollo.

En cambio, otros apartados de los Decretos reguladores de las Z.UR.
Mo poseen esta naturaleza material, al reglamentar materias que son compe-
tencia estatal en su totalidad, en las que las C.C.A.A. no pueden ejercer fun-
ciones (de no haberse dado una delegacién estatal art. 150. 2 C.E.). Las dis-
posiciones finales facultan al Ministerio de Industria y Energia para adoptar
las normas necesarias para su ejecucién.

IV. 1A ORGANIZACION ADMINISTRATIVA DE LA REINDUSTRIALIZACION

La Ley de Reconversién y Reindustrializacién regula los aspectos fun-
damentales de¢ la organizacién administrativa que gestionard las Z.U.R. Se
prevé la creacién, a través de los Decretos especificos que declaren y regulen
una determinada Z.UR., de un 6érgano de cardcter mixto, formado por re-
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presentantes de la Administracién estatal y de la Administracién autonémica
—la Comisién Gestora— y de un érgano ejecutivo similar a las Gerencias de
los «Polos» denominado Oficina Ejecutiva.

El art. 31 establece las funciones de la Comisién Gestora:

«a) Promover la inversién privada de la zona, de acuerdo con los ob-
jetivos de la politica industrial general.

) Proponer a los Qrganismos competentes de la Administracién la
elaboracién de los planes encaminados a la creacién de la infraestructura ne-
cesaria, facilitar a las empresas el apoyo asistencial que requieran, ranto desde
el punto de vista de la evaluacién de proyectos como de la inovacién tecno-
légica, asistencia gerencial y reciclaje y formacién de recursos humanos ex-
cedentes.

¢) Determinar las necesidades globales para la realizacién del proyecto
y distribuirlas segin las modalidades de ayuda asistencial. La instrumentacién
de crédito oficial serd efectuada por la entidad bancaria oficial correspondiente.

d) Informar los expedientes que se presenten por las empresas en so-
licitud de los beneficios previstos, para que pueda ser tramitada la correspon-
diente Orden ministerial concediendo legalmente los citados beneficios.

¢) Promover la participacién en el capital social de las empresas de so-
ciedades de promocién industrial.

/) Cualquier otra que directa o indirectamente tienda a paliar los efec-
tos negativos de la crisis del sector declarado en reconversién y, en especial,
su impacto en la pequefia y mediana empresa industrial.»

Esta referencia genérica a las atribuciones de las Comisiones Gestoras no

h asido precisada con posterioridad por los diferentes Decretos de declaracién
de ZURM

Las actividades que pueden realizar las Comisiones Gestoras se pueden
dividir en dos apartados, En un bloque encontramos las que podriamos carac-
terizar como tipicas de érganos administrativos y en el otro situarfamos todas
las relacionadas con intervenciones de caricter técnico, de apoyo directo a ini-
ciativas de particulares. Estas dltimas parecen mds propias de otro tipo de

14, La Gnica precisién introducida es la relativa a los medios a utilizar para el cumpli-
miento de las funciones establecidas para apoyar o asistir a las empresas. Cuando se trate de
evaluar proyectos o de temas relativos a la innovacién tecnolégica se hard mediante el Centro
para el Desarrollo Industrial (entidad de derecho piblico, con personalidad juridica privada,
adscrita al Ministerio de Industria y Energia) v cuando se trata de prestar asistencia gerencial
deberd realizarse a través del Instiruto de la Pequeia y Mediana Empresa (organismo auté-
nomo adscrito al Ministerio de Industria). El Deéreto que declara la ZUR. localizada en el
territorio de la Comunidad Auténoma del Pals Vasco prevé que estas actividades se realicen
1ambién a través de los organismos y entidedes dependientes de la Comunidad Auténoma. Este
parece el criterio mds adecuado 2 las competencias sutondmicas que en este secror de la
actividad son de cardcter exclusivo, y por tanto sclamente tiene sentido la urilizacién instru-
mental de medios de la Administracién estatal si la Comunidad Aut6énoma decide no crear los
suyos propios, evitando asi una duplicidad de servicios.
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organizacién administrativa, mds 4gil y flexible, como por ejemplo los orga-
nismos auténomos que estdn dotados de personalidad juridica propia y auto-
nomia econémica y administrativa, o incluso a través de la creacién de socieda-
des en régimen de derecho privado (al estilo de las S.0.D.1.).® La opcién por
un érgano administrativo de composicién mixta obedece tal vez solamente a
la necesidad de garantizar la participacién autonémica. Imperativo que se pue-
de realizar mediante otras técnicas organizativas mds adecuadas a las necesi-
dades funcionales. Un organismo auténomo con un Consejo de Direccién de
composicién mixta o una empresa de capital mixto quizds habria posibilitado
la utilizacién de técnicas de derecho privado que se adecuaran mds a las fun-
ciones atribuidas.' La generalidad con que estdn planteadas las funciones de
las Comisiones Gestoras (exceptuando algiin caso concreto) y la indefinicién
de la actividad material sobre la que deben incidir parecen configurar mera-
mente un dmbito de actuacién «legitimo» de las Comisiones Gestoras. Técni-
camente sélo podremos hablar de competencia cuando tengamos una materia
definida —es decir, un objeto sobre el que incida una potestad atribuida por
el ordenamiento juridico— y una potestad concrera y delimitada. Esta deter-
minacién especifica de una potestad relacionada con una materia concreta que
significa el establecimiento de una auténtica competencia s6lo se establece en
el art. 31 d).

Las Comisiones Gestoras deberdn informar los expedientes de solicitud
de beneficios que presenten las emptesas, Informe que ha adquirido carcter
preceptivo a través de los diferentes Decretos de declaracién de Z.UR, Las
restantes funciones definen exclusivamente el dmbito de capacidad de las Co-
misiones Gestoras, '

Esta indeterminacién de competencias va acompaiiada de una indetermi-
nacién de medios, de forma que la Comisién Gestora aparece como un érgano
con funciones de cardcter mayoritariamente deliberante (ya que facilita y posi-
bilita la adopcién de acuerdos por parte de otros érganos) y con funciones

Vid. sobre la utilizacién instrumental las referencias en el ordenamiento juridico espafiol
y alemdn que efectia MuRoz MacwHano, S, op. cit.,, p. 446,

15. Las Sociedades de Desarrollo Industrial (S.OD.I.) se configuran como Sociedades
Andnimas con capital del I.N.I, de las Cajas de Ahorro, Bancos y Diputaciones. Su objetivo
es doble: 1) movilizar el capital autdctono y fordneo hacia nuevas inversiones en la regin
mediante la creacién, extensidn y reestructuracién de empresas privadas, y 2) estimular la
accidn de los poderes piblicos para promover nuevos proyectos viables que disminuyan la de-
pendencia regional. El papel de estas entidades ha sido recientemente apalizado por CaRcELEN
Conesa, J. M.: Las entidades financieras de desarrollo regional en la Europa Comunitaria,
Madrid, 1982,

16, Varias Comunidades Auténomas han optado por dotarse de estos instrumentos como
medio de promocién industrial o de reindustrializacién. Vid., Ley 1/1983, de 3 de marzo, de
creacién del Instituto de Promocién Industrial de Andalucia; Ley 2/1983, de 3 de maro,
de creacibn de In Sociedad para la Promocién y Reconversisn Econéimica de Andalucia
{SOPREAY); Ley 6/1983, de 9 de agosto, de creacién del Institute de Fomento Regional
del Principade de Asturias; Ley 5/1981, de 10 de junio, sobre creacién dé la Sociedad para la
Promacién y Reconversién del Pais Vasco; Ley 1/1984, de 2 de enero, sobre la cteacién de
la Sociedad de Desarrollo de Navarra (S.O.D.EN.A); Ley 5/1985, de 16 de abril, de creacién
del Centro de Informacién y Desarrollo Empresarial de Catalufia; Ley de 10 de mayo de 1984
de creacién del Instituto de la Pequefia y Mediana Industrin de la Generalidad Valenciana.
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consultivas en un caso especifico, cuando emite el juicio de cardcter técnico
(informe) que permitird la formacién de la voluntad de! 6rgano que posee la
potestad de cardcter resolutorio.

Es un érgano colegiado, de acuerdo con la regulacién operada por los
diferentes Decretos, formado por cinco representantes de la Administracién
estatal y cinco de la Administracién autondmica; el Presidente es designado
por la Comisién Delegada del Gobierno para Asuntos Econdmicos de entre
los representantes de la Administracién estatal y el Vicepresidente es uno de
los representantes de la Administracién autonémica. Los acuerdos se toman
por mayoria, pero €l Presidente dirime los empates con su voto {art. 10 de
los diferentes Decretos en relacién al art. 12.1. L.P.A.). Son miembros de esta
Comisién, con voz pero sin voto, los representantes de los Fondos de Promo-
cién de Empleo constituidos en las respectivas Z.U.R."

Las caracteristicas de las Comisiones Gestoras comportan la necesidad de
introducir un elemento mds dindmico si se pretende que las Administracio-
nes publicas jueguen un papel activo en la reindustrializacién.

El art. 30 de 1a L.R .y R. prevé la creacién de una Ohficina Ejecutiva en
cada Z.U.R., cuyo Director serd nombrado por el Ministro de Industria y
Energia a propuesta de la Comisién Gestora,

«La Oficina Ejecutiva debera ejecutar las decisiones de la Comisién Ges-
tora, coordinar la aplicacién de las diferentes medidas adoptadas, evaluar y
transmitir a la Comisién las necesidades que se planteen en la zona y someter
a la Comisién las propuestas de calificacién de los proyectos que se presenten
para la obtencién de los beneficios.»

La voluntad de eludir las técnicas habituales del Derecho Administrativo
es evidente al no precisarse ni el régimen juridico bajo el que deberi actuar
el 6rgano, ni las potestades, ni la composicién, temas que en los diferentes
Decretos quedan asimismo bastante abiertos. El tema fundamental es segura-
mente el de la seleccién de personal, ya que del acierto de la misma depende
en parte el éxito de las Z.UR, La misién fundamental de la Oficina Ejecutiva
es atraer inversiones, y para eso de poco sirven las normas juridicas, la técnica
del «management» resulta més ttil. Técnica qué se ha utilizado en el dnico
precedente préximo —Ila Comisién de Promocién Econémica de Sagunto— a
través del nombramiento de un gerente, que es quien ha llevado a cabo todas
las gestiones relativas a la captacién de recursos.

La tnica potestad administrativa atribuida es la relativa a la tramitacién
de los expedientes de solicitud de beneficios que presenten las empresas (la
documentacién debe presentarse en esta Oficina) y la emisién de un informe
sobre los proyectos que acompaian a las solicitudes por la Comisién.®

17. Regulades por el Decreto 335/83, de 8 de febrero (B.O.E. de 21 de febrero). Se
trata de Asociaciones formadas por las emptesas de un sector declarado en reconversidn, las
Organizaciones empresariales y los Sindicatos con la finalidad de mejorar la proteccitn por
desernpleo, readaptar profesionalmente a los trabajadores afectados por la reconversidén y reco-
locarlos, incluso mediante la incentivacidn econdémica a la creacidén de nuevos puestos de
rrabajo de cardcter estable.

18. Esta doble funcionalidad atribuida a la Comisién Ejecutiva explica que la tendencia
organizativa para la ZU.R, del cinturdn industrial de Barcelona consista en separar netamente
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Los Decretos han establecido distinciones en cuanto al marco configura-
dor de las Oficinas Ejecutivas. La reglamentacién de la Z.U.R. del Nervién
se remite a la vigente legislacién para establecer su regulacién juridica. En
todo caso, deberdn respetarse las limitaciones establecidas con cardcter gene-
ral por la Ley de Entidades Auténomas y la Ley General Presupuestaria, asi
como las diferentes disposiciones autonémicas sobre la materia. La tinica pre-
Cisin que se realiza es la relativa a la forma y momento de la disolucién:
cuando se hayan cumplido las funciones (seguramente se refiere a los objeti-
vos) y mediante acuerdo de la Comisién Delegada del Gobierno para Asuntos
Econémicos. En todo caso parece evidente que deber articularse Ia relacién
con la Comisién Gestora.

El Reglamento de la Z.U.R. de Vigo-El Ferrol precisa que habrd dos
direcciones y que el funcionamiento y la finalizacién se establecer4n mediante
un convenio entre €l Ministerio de Industria y los Ayuntamientos mencio-
nados. Estas Corporaciones Locales disponen actualmente de organismos con
funciones similares y, por tanto, la utilizacién de los mismos parece la opcién
mis eficaz. Es la tnica referencia a las Corporaciones Locales, cuando éstas
poseen competencias en materia de planeamiento urbanistico y pueden desarro-
llar una importante politica de oferta de suelo industrial. Tampoco se tienen
en cuenta las recomendaciones de la O.C.D.E. formuladas en los denominados
programas I.L.E. La marginacién de la Administracién Autondmica Gallega
parece problemdtica, ya que estd presente en la Comisién Gestora, que es el
érgano que marca las lineas de actuacién de la Oficina Ejecutiva. La dificultad
en la insercién de dicho organismo aumenta al establecer el art. 12 la ads-
cripcién orgdnica al Ministerio de Industria y Energia, con lo que comporta
en cuanto a la facultad para emitir directivas. La citada disposicién establece
la posibilidad de contratar el personal en régimen de derecho laboral.

La adscripcién de la Oficina Ejecutiva al Ministerio de Industria y Energia
ha aparecido por vez primera en los Reglamentos de las tres primeras Z.U.R.
(idénticos): Asturias, Bahia de Cddiz y Madrid.

La referencia a la adscripcién al Ministerio de Industria y Energia de la
Oficina Ejecutiva plantea el problema de dilucidar el contenido real de dicha
relacién. .

E! término adscripcién referido a la relacién que une un organismo con
otro sugiere la idea de depedencia.” No es una dependencia de jerarqufa, como

las diferentes funciones, La Comisién Ejecutiva se configurarfa como un servicio especial sin
personalidad juridica, cuya dotacidn de medios se regulard mediante un convenio entre el Mi-
nisterio de Industria y el Departamento de Industria y Energia de la Generalidad. Dicho
6rgano se dedicarfa Gnica y exclusivamente a la tramitecién de expedientes. En cambio, para
la tarea de dinamizacién econdmica se crearia una Sociedad Anénima cuyo capital estaria for-
mado por aportaciones de las diferentes Administraciones Péblicas, Ayuntamientos, Corpora-
cién Metropalitana de Barcelona y el Centro de Informacién y Desarrollo Empresarial (adscrito
al Departamento de Indusiria y Energia), asi como por aportaciones de determinades corpora-
ciones de base privada (Cdmaras de Comercio e Industria, fundamentalmente) y Cajas de
Ahorro,

19. Hablamos de organismo y no de drgano, ya que la naturaleza de la Oficina Ejecutiva
no estd prefijada en los Reglamentos de cada ZUR., sino que es una cuestibn abierta. El
art. 12.1 del Decrero de la ZU.R. del Nervién establece que la configuracién juridica serd la
prevista en la normativa vigente. Por tanto, podrd ser o no dotada de personalidad juridica, y
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la que liga a los érganos inferiores con los superiores en el seno de un mismo
ente, y que permite la vinculacién del inferior a través de érdenes y la respon-
sabilidad disciplinaria del mismo en el supuesto de incumplimiento. La ads-
cripcién expresa la instrumentalidad de un ente con relacién a otro de d4mbito
mis general. Esta instrumentalizacién del ente de competencia més concreta
implica la posibilidad de dictar érdenes de caricter general, establecer las lineas
de actuacién y formular los objetivos para cuya realizacién el ente «adscrito»
goza de autonomia ejecutiva.

La funcién bdsica de las Oficinas Ejecutivas es precisamente «ejecutars
las decisiones adoptadas por las Comisiones Gestoras que por sus caractetis-
ticas de colegialidad no permiten una actuacién de cardcter técnico como la
que se requiere y deberdn limitarse a trazar las lineas de actuacién. Esta finali-
dad quedaria hipotecada si se entiende que la adscripcién de las O.E. al Mi-
nisterio de Industria comporta la posibilidad de que éste imparta directrices.
Puesto que esta facultad se entiende atribuida a la Comisién Gestora, resulta
dificilmente imaginable una actuacién eficaz de un organismo que puede reci-
bir directrices por dos partes, sobre todo cuando se trata de Administraciones
Publicas diferentes. La conciliacién de los respectivos intereses debe produ-
cirse en el seno de la Comisién Gestora. Esta es la finalidad para la que ha sido
creada y por tanto impide que la adscripcién tenga, como en otros supuestos,
meros efectos funcionales o sirva solamente para establecer la responsabilidad
politica.

La adscripcién puede tener como finica finalidad la de determinar quién
debe dotar de personal a la Oficina Ejecutiva y quién debe financiarla. Pero
tampoco puede entenderse asf en términos generales, ya que el Decreto de la
Z.UR. gallega establece que el funcionamiento y la financiacién de la misma
se regulardn mediante un convenio entre ¢l Ministerio de Industria y Energia
y los Ayuntamientos de Vigo y El Ferrol.

Tal vez el tnico sentido del término «adscripcién» sea establecer el cen-
tro de imputacién de las relaciones juridicas en el supuesto de que la Oficina
Ejecutiva no sea dotada de personalidad y se configure como un mero 6rgano
especial de administracién (art. 70 del RS.C.L. 0 art. 3 de la LEE.A.). Aun
cuando con dicha técnica organizativa las relaciones entre érganos y Adminis-
tracién del que forma parte sean de tipo jerirquico, seria preciso matizar,
debido a la dependencia establecida en el art. 32 de la LR. y R. entre la
Comisién Gestora y la Oficina Ejecutiva. Graduacién de la nocién de jerar-
quia que encontramos en el art. 71 y ss. del R.S.C.L. cuando se establece un
Consejo de Administracién como 6rgano directivo del érgano especial de ad-
ministracién. En tal caso no tendremos un érgano directivo compuesto por una
sola administracién, sino por dos, La referencia a la «adscripcién» no aparece
en el Reglamento de la Z.U.R. del Nervién y en cambio si se dice que la ofi-
cina Ejecutiva podrd configurarse segin la normativa vigente. Tal vez estos
dos elementos refuercen la opinién anteriormente expresada sobre el sentido
del término «adscripcién», Se trata de articular una relacién entre un érgano

en el supuesto de gque se opte por ¢l establecimiento de un ente, éste podrd ser de naturaleza
piblica o privada, independientemente del ordenamiento que pueds utilizar e¢n el desarrollo
de sus actividades.
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y un ente mediante unos criterios no de tipo jerdrquico —ya que la referen-
cia del art. 21 LR, y R. al cardcter de 6rgano ejecutivo de las decisiones de la
Comisién Gestora lo impide— ni de tipo tutelar, sino de imputar meramente
las relaciones juridicas a una determinada persona juridica, Este sistema, sin
embargo, puede conducir a conflictos, ya que la responsabilidad politica no
corresponderd a la juridica.

La creacién de las Oficinas Ejecutivas patece operarse mediante las nor-
mas que establecen las diferentes Z.U.R. Esta afirmacién, que se desptende
de la lectura de los respectivos Decretos, dificilmente puede ser aceptada, ya
que la puesta en funcionamiento, la operatividad, exigen la regulacién de su
naturaleza, instrumentos que puede utilizar y dotacién de medios (personales
y financieros), Esta decisién debera adoptar la forma de convenio en determi-
nados supuestos, incluso cuando no estd previsto. La disolucién, de acuerdo
con los diferentes Decretos, aparece como ejercicio de la potestad organizato-
ria de la Administracién estatal y es competencia de la Comisién Delegada
de Asuntos Econémicos. Parece, no obstante, que requiere previamente la
obtencién del acuerdo de la Administracién autondmica, como se necesita
previamente para ponerla en funcionamiento.

Los otros dos aspectos organizativos 2 destacar se derivan del procedi-
miento establecido en los diferentes Reglamentos de las Z.U.R. para la acep-
tacién de la solicitud de la empresa y la posterior concesién de los beneficios.

Los beneficios que se podrdn conceder a las empresas que realicen activi-
vidades que se ajusten a los objetivos que se pretenden conseguir a través de la
declaracién de Z.U.R. (establecidos en los diferentes Reglamentos) son los si-
guientes: subvenciones, preferencia en el crédito oficial y determinados bene-
ficios fiscales. La concesién de dichos beneficios deberd solicitarse mediante
una peticién acompariada de una documentacién muy extensa que explicitan
de forma detallada los diferentes Decretos. La documentacién se presenta a
las Oficinas Ejecutivas, que son las encargadas de tramitarla. La instancia debe
ir acompafada de una Memoria donde consten los programas técnicos y finan-
cieros. Se trata de explicar la estructura econémica y productiva de la empresa:
los medios que se pretende utilizar para la consecucién de los objetivos per-
seguidos. ‘

La distribucién de las competencias entre el Estado y la Comunidad
Auténoma parece prefigurar que el étgano resolutorio sea la Comisién Ges-
tora. En las diferentes disposiciones aparecidas hasta el momento, la compe-
tencia de este érgano mixto es muy limitada: emite meramente un informe de
cardcter preceptivo pero no vinculante.

La propuesta de resolucién la efectia la Secretaria General Técnica,
previo otro informe técnico® Sorprende la acumulacién de informes, sobre
todo cuando los dos que se establecen con cardcter preceptivo parecen tener

20. Resolucién que se adopta con fa ayuda de la valoracién realizada por el denominado
Grupo de Trabajo de Accién Territorial del Ministetio de Obras Publicas y Urbanismo. Se
trata de una actividad caracterfstica de lo que se denomina en terminologia anglosajona érgano
de «staff», de ayuda, de apoyo técnico, que pone a disposicién de los 6rganos los medios ne-
cesarios para la adopcién de la decisidn.
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las mismas caracteristicas de tecnicidad y efectuarse segtin idénticos criterios,
si bien éstos s6lo estdn reglamentariamente establecidos en el supuesto de la
valoracién que debe realizar un érgano del Ministerio de Obras Piblicas y
Urbanismo.

La distincién tradicional en materia de organizacién entre érganos activos
(«line») y 6rganos de cardcter asesor («staff»)? queda bastante desdibujada
cuando la Secretarfa General Técnica, considerada segiin el arc. 19 LR.J.AE.
un érgano de estudio y de preparacién de documentacién, es quien realiza la
propuesta de resolucién.” Esta atribucién a la Secretaria General Técnica debe
entenderse como de mero caricter procedimental interno. Se trata de localizar
el érgano que deberd vehicular las propuestas, reunir todo el expediente y
canalizarlo hasta el 6rgano que tenga atribuida la competencia. Seguramente se
trata de un medio de coordinacién, ya que la materia implica a diferentes Di-
recciones Generales y, en la tramitacién del expediente, han intervenido drga-
nos no encuadrados en el Ministerio de Industria y Energia. El hecho de
que, en decisiones de cardcter complejo, para cuya formulacién se establece la
necesidad de diferentes Informes, quien elabora y ordena e! expediente esté
prejuzgando la decisién y por ello formule la propuesta, no tiene interés juri-
dico, sino meramente fictico, ya que la resolucién es imputable a quien tiene
la competencia atribuida por el ordenamiento. Dicho ordenamiento establece
el cardcter de la potestad y, si ésta es de cardcter discrecional, el titular de Ia
misma posee libertad de decisidn en el margen de discrecionalidad configura-
do por el ordenamiento. El contenido de la propuesta de la Secretaria General
Técnica posce la misma relevancia que los demds actos-trdmite que forman
el expediente: son necesarios y constituyen una garantia para el particular y
pueden permitir apreciar el vicio de desviacién del poder. La Administracidn
dispone de un amplio margen de discrecionalidad para pronunciarse sobre la
aceptacién de la solicitud de beneficios. La resolucién no se fundamenta en
una mera constatacién del cumplimiento de unos requisitos. No hay automa-
tismo, sino valoracién de diferentes elementos, ponderacién de la viabilidad
del proyecto. La potestad de la Administracién en la determinacién exacta,
en la cuantificacién de los beneficios, es también de cardcter discrecional, ya
que puede graduarlos de acuerdo con lo que estime mis conveniente para el
efectivo cumplimiento de los objetivos perseguidos. La caracterizacién de la
potestad como discrecional convierte en fundamental al érgano resolutorio
por el margen de libre apreciacién del que dispone.

El 6rgano que pone fin al procedimiento es el titular del Ministerio de
Industria y Energia mediante una resolucién que adopta la forma de orden
ministerial, resolucién que ha de remitirse al Ministerio de Hacienda a efec-
tos de la concesién de los correspondientes beneficios fiscales. Los diferentes
Decretos prevén la posibilidad de introducir condiciones nuevas en el mo-
mento de la concesién de los beneficios. Por eso el acto administrativo requie-
re la aceptacién para desarrollar su eficacia.

21. Vid. Garcia Trevijano: Tratado de Derecho Administrative, vol. 11-1, Madrid, 1971;
vy EnTrRENA Cuesta: Curso de Derecho Administrativo, vol. 1-2, Madrid, 1981.

22. El art. 163 LR.J.AE. otorga a los Directores Generales la funcién de «proponer al
Ministro la resolucién que estime procedentc en los asuntos que sean de su competencia y cuys
tramitacién corresponda a la Direccion General».
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La conformidad con la resolucién administrativa marca el inicio de la re-
lacién entre la empresa y la Administracién. No vamos a analizar ahora las
caracteristicas de dicha relacién; sélo indicaremos que comporta la obligacién
de suministrar informacién por parte de las empresas sobre el grado de cum-
plimiento de los objetivos fijados y la realizacién de las obligaciones adquiri-
das, asi como la obligacién de soportar cuantas inspecciones sean necesatias y
colaborar en el desarrollo de las mismas. La informacién deberd suministrarse
a Ja Administracién estatal y a la autonémica.” Las inspecciones serin lleva-
das a cabo por las dos administraciones segin la distribucién de competencias
estatutaria,

23. La necesidad de presentar informes a las Comunidades Auténomas se introdujo en la
tramitacién parlamentaria del Decreto-Ley de Reconversién y Reindustrializacién, Afecta dnica-
mente a las que poseen awribuidas competencias en materia de desarrollo y ejecucién de planes
cstatales de reconversién industrial (art. 33.1, LR. y R.). Esta duplicidad, reiterada en los
diferentes Decretos reguladores de las Z.U.R., parece innecesaria. Como ha indicado reitera-
damente el T.C., ¢l Estado y las C.C.A.A. estdn reciprocamente sometidos a un deber general
de colaboracién que no es preciso fundamentar en precepto expreso alguno (S.T.C. 18/1982,
4 de mayo). Deber del que se deriva la obligacién de suministrarse reciprocamente informacién
y proporcionarse auxilio (S.T.C. 80/1985, de 4 de julio). Deber establecido con cardcter gene-
ral, y de forma reciproca, no tiene demasiado sentido obligar al particular a informar por
separado a dos Administraciones Piblicas que pueden recabarse mutuamente la informacién de
gue disponen.

24, En este caso tal vez parezca mds adecuado al principio de eficacia, establecido en el
are. 103.1, CE.., como principio estructural del funcionamiento de la Administracién Pxiblica,
fa no duplicacién del servicio de inspeccién. Se puede formalizar un convenio a través del que
la Administracién autonémica asuma la totalidad de la funcién de inspeccién mediante sus
érganos y traslade con posterioridad la informacién que sea necesaria a fa Administracién








